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			La mejor manera de predecir el futuro es creándolo. 
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El mundo del trabajo ya ha cambiado. Tal como afirmo en El trabajo ya no es lo que era (Conecta, 2020):

 

Hoy en día seguir pensando solo en los términos tradicionales del trabajo ignora a millones de personas, como mi amigo Josep, que combinan diferentes fuentes de ingresos y conforman su vida a través de una amplia variedad de relaciones laborales no convencionales. La realidad del trabajo es mucho más dispar de lo que nos pintan los informes y las estadísticas oficiales. No hace falta aguardar al futuro, el concepto de empleo ya explotó hace tiempo atomizándose en numerosos modelos. 

			
 



			Para la mayoría de las nuevas formas de relación laboral, el contrato fordista se ha roto o, como mínimo, ha sufrido fisuras importantes. En muchos casos, las organizaciones quieren mantener el control organizativo del modelo asalariado, pero sin ofrecer a las personas trabajadoras un sistema de protección a cambio de esa subordinación. 


			La fragmentación de las relaciones laborales requiere repensar nuestras definiciones básicas de empleo. Este ya no es la relación clara entre un empleador bien definido y un trabajador. Los términos básicos de empleo (contratación, evaluación, pago, supervisión, capacitación, coordinación) son ahora el resultado de la coordinación entre múltiples organizaciones. Las responsabilidades sobre las personas trabajadoras se han vuelto borrosas. Si el modelo tradicional de trabajo ya era difícil de regular y controlar, una economía que ha desplazado fuera de los límites tradicionales de las organizaciones la mayor parte de la actividad productiva es aún más difícil de regular, controlar e incluso de definir. 


			Yo no creo que hacer evolucionar el modelo de trabajo sea un error ni que las plataformas digitales laborales tengan intenciones intrínsecamente diabólicas. Nuestro modelo actual laboral tampoco funciona bien para muchos trabajadores y es necesario un espíritu de experimentación e innovación. Pero todos estos cambios, sin arreglar las estructuras de soporte que rodean al empleo, no pueden considerarse ningún progreso. En revoluciones industriales anteriores, el ajuste tampoco fue inmediatamente maravilloso. 


			A todo ello, incluso antes del COVID-19, ya había que sumarle los impactos de las crisis demográficas y medioambientales para una combinación altamente explosiva. Sin duda, it’s complicated. 


	

			Esto no funciona. Tenemos que hablar 



			 

			Yo soy optimista, a veces incluso demasiado, pero mirando hoy en día la situación del mercado laboral en muchos frentes resulta difícil mantener ese optimismo. 


			Has visto que hay un creciente número de personas sujetas a relaciones laborales no tradicionales. Tener uno de estos vínculos es comprar números de la lotería para ser una persona trabajadora pobre y/o con riesgo de exclusión social: individuos y familias enteras que no llegan a fin de mes incluso haciendo malabares con cuatro trabajos a la vez. Un tercio de los españoles no pueden tomarse ni una semana de vacaciones al año ni tienen la capacidad para afrontar gastos imprevistos. No disponen de tiempo, ni de energía, para pensar en cómo poder mejorar su situación. 


			Por primera vez en muchos años, los jóvenes viven y vivirán peor que sus padres. A las viejas grietas sociales hay que sumar ahora la brecha generacional. El ascensor social se ha detenido y la precariedad del trabajo condiciona la vida de los jóvenes a pesar de su mejor preparación. Pensar en desarrollar una carrera laboral se ha convertido en una quimera. 


			El mercado laboral y la sociedad en general se ha ido polarizando: en un extremo, trabajos de baja cualificación, manuales y mal pagados; en el otro, trabajos de alta cualificación, digitales y con salarios muy altos. Por el camino nos estamos dejando la clase media y los empleos propios de ella están en claro retroceso. Llevado al extremo, se dibuja una «economía de la servidumbre» (servant economy): trabajadores con mucho dinero y poco tiempo que recurren a las aplicaciones de «Uber para X» para resolver todas sus necesidades. 


			Una dificultad añadida es que la sociedad y sus instituciones están pensando aún en las carreras laborales lineales y predecibles de antaño. Hay un fuerte sesgo social hacia el empleo tradicional. Desde la educación y las estadísticas de empleo, que menosprecian cuando no ignoran estas otras formas laborales, pasando por un acceso más difícil a los sistemas de protección social, llegando hasta la situación de alquilar un piso o pedir un crédito, donde sin un contrato de trabajo lo tienes muy complicado. No se trata de culpar a nadie. Muchas de estas políticas se elaboraron hace décadas, en un momento en que el trabajo era un lugar en el que uno aparecía cinco días a la semana en el transcurso de muchos años. 


			Esto hace que, por falta de adecuación a la nueva realidad laboral, la asunción y la gestión de los riesgos y las responsabilidades relativas al ejercicio de una actividad profesional hayan migrado desde la empresa hacia el trabajador independiente o no tradicional. A menudo es la espalda de este último la que debe hacerse cargo de todo (seguridad económica, desarrollo de habilidades, protección social, etc.) a título individual. 


			No se ha sabido encontrar un equilibrio entre la flexibilidad laboral (que puede ser buena para ambas partes) y la seguridad económica de los trabajadores. Esto no es ni razonable, ni ético, ni sostenible en el tiempo. 


			Un último indicador alarmante es la creciente desigualdad. La redistribución de la riqueza ha quedado truncada desde hace décadas. A pesar de que la capacidad productiva ha aumentado significativamente, los salarios se han estancado. De hecho, desde 1973 hasta ahora la distancia no ha hecho más que ampliarse. Las causas son múltiples: narrativas y regulaciones que debilitaron a los sindicatos y a los trabajadores, la globalización, la financiarización, la servitización de la economía y las nuevas tecnologías. La productividad ha crecido un 246% desde entonces, mientras que los salarios han llegado solo al 114% en 2020. 


			Esta disociación se explica en parte porque solo el 51,4% de los ingresos mundiales se generan a partir del empleo (según datos de la OIT). El resto, el 48,6% de la riqueza producida, va a los propietarios del capital, lo que significa que los rendimientos provienen de inversiones (de capital riesgo, por ejemplo) y la alta rentabilidad alimenta la economía especulativa. Así que solo la mitad de la riqueza proviene de sueldos y, además, estos se reparten de forma muy desequilibrada. La OIT estima que, de cada diez euros, cinco van al 10% de los trabajadores y el resto se reparte entre el 90% restante. 


			En 2020 es fácil culpar a la digitalización, las plataformas digitales, los robots y la inteligencia artificial de muchos de estos males del sistema laboral. Siendo honestos, viendo el recorrido histórico y el impacto limitado de estas tecnologías en el global del mercado laboral, hay que reconocer que se trata de un problema más profundo y estructural. Se ha permitido que el capital sea más rentable que la mano de obra y que el trabajador sea un coste a minimizar en la cadena de producción. 


			Es hora de repensar qué debemos permitir y cómo reorganizar el reparto de las responsabilidades para que el trabajo y los trabajadores tengan un futuro deseable dentro de un escenario laboral fragmentado. 


			 


			NO ES LA PRIMERA REVOLUCIÓN TECNOLÓGICA DE LA HISTORIA DE LA HUMANIDAD 


			 


			No estamos frente de la primera revolución tecnológica de la historia de la humanidad. Por algo se describe a menudo como «la Revolución industrial 4.0». 


			La economista venezolana Carlota Pérez describe en Revoluciones tecnológicas y capital financiero cómo en las revoluciones tecnológicas hay unas fases iniciales de irrupción y frenesí (crisis, especulación, polarización, desigualdades, etc.), luego un intervalo de reacomodo más o menos largo, para llegar a una fase de madurez y estabilización. En esta última etapa se consigue que los beneficios de las nuevas tecnologías se distribuyan de manera más uniforme y coherente en toda la sociedad. 


			Carlota Pérez también incide en que la revolución no es solo productiva, sino también cultural: «Cada revolución tecnológica trae consigo, no solo una renovación completa de la estructura productiva, sino finalmente una transformación de las instituciones de gobierno, de la sociedad e incluso de la ideología y la cultura». En un sentido similar, el profesor de comunicación John Culkin escribió: «Nosotros damos forma a nuestras herramientas y luego nuestras herramientas nos dan forma a nosotros». 


			En el caso de la economía de plataformas laborales (y de las nuevas formas de trabajo en general) estamos en una fase adolescente, con rebeldía e incomprensión por ambas partes. No es una etapa fácil, pero tampoco hay otra alternativa que navegarla. No es realista pensar en volver a la niñez ni en pasar directamente a la fase adulta. 


			La respuesta a las tensiones generadas por la primera y la segunda Revolución industrial no fue devolver a la gente de las fábricas a los campos. La respuesta fue el diálogo entre los movimientos laborales, el gobierno y la industria privada para ir regulando aspectos como las horas de trabajo, el empleo infantil, la seguridad y la representación colectiva de los trabajadores, etc. 


			Se tardó hasta la década de 1930, con la legislación del New Deal, en crear programas como la seguridad social, el seguro de desempleo, el salario mínimo y el seguro de invalidez. 


			 


			HACIA UN NUEVO CONTRATO SOCIAL PARA EL SIGLO XXI 


			 


			«El contrato social y el estado del bienestar que surgieron tras la segunda Revolución industrial fueron cruciales para asegurar la prosperidad de la mayor parte de las sociedades en las economías avanzadas y propiciar la Gran Nivelación. Con la revolución digital es necesario repensar y rediseñar ambos. A la Revolución industrial 4.0 le corresponde un estado del bienestar 4.0 acorde a las nuevas necesidades sociales», escriben Javier Andrés y Rafael Doménech en su libro La era de la disrupción digital. 


			Javier y Rafael no son ni mucho menos los únicos en reclamar un nuevo contrato social para el siglo XXI. La OCDE con el Global Deal, la OIT con el contrato social en el centro de su Declaración del Centenario en 2019, el Banco Mundial con varios estudios, la Unión Europea con el Green New Deal, la consultora McKinsey & Company con su extenso trabajo sobre «The social contract in the 21st century» o la empresa de trabajo temporal Adecco con la publicación de «A New Social Contract For The Changing World Of Work». 


			¿Qué tienen en común todos estos estudios y declaraciones? Por un lado, más análisis de las causas del problema que propuestas acerca de cómo seguir adelante: un 80% de análisis y un 20% de propuestas en el mejor de los casos. Por otro lado, un reconocimiento de la alta complejidad del reto y de la necesidad de un trabajo conjunto entre Administraciones, sector privado y sociedad civil, tanto a nivel colectivo como a título individual. Finalmente, también se identifica que, debido a las desigualdades y a los populismos, este diálogo regenerativo, más necesario que nunca, es también más difícil que nunca. Hoy en día estamos más acostumbrados a la confrontación destructiva que al diálogo constructivo. 


			Sea como sea, no hay vuelta atrás. Nos toca, te toca, reimaginar los sistemas de protección para que encajen mejor con las nuevas formas de trabajo, tanto desde un punto de vista de políticas públicas y regulación (visión macro) como desde los esfuerzos individuales de trabajadores y empresas (visión micro). Una responsabilidad transversal y compartida. 


			Como dice el informe «El futuro del trabajo, el futuro de la sociedad», del Grupo Europeo de Ética en Ciencia y Nuevas Tecnologías de la Comisión Europea, «debemos asumir la responsabilidad de hacer realidad la justicia social […] un proceso de mejora social, entendido como un deber colectivo y un compromiso para encontrar soluciones que garanticen medios de vida dignos para todas las personas, dispongan o no de un empleo remunerado […] bajo los valores europeos de dignidad, libertad, autonomía, privacidad, igualdad social y solidaridad». 


			Es bueno recordar en todo momento que no hay nada inevitable ni inexorable en la revolución tecnológica. Tim O’Reilly, autor de WTF: What’s The Future and why it’s up to us, lo resume diciendo: «El curso de las cosas no es inevitable, nosotros damos forma al futuro. Hemos construido estas nuevas herramientas y es nuestra responsabilidad y nuestro deber usarlas correctamente». 


			 


			ALGUNOS EJEMPLOS NOTABLES 


			 


			En esto del nuevo contrato social se dice más que no se hace. Por suerte, existen pioneros que están explorando, desde diversos puntos de vista, qué forma podría tener. 


			Plataformas digitales laborales. El camino más directo para encajar a un trabajador de plataforma dentro del sistema de protecciones es determinar que se trata de un empleado de la plataforma. La mayoría de los debates acerca del trabajo mediante plataformas digitales, sobre todo en los casos de la economía bajo demanda y específicamente en los riders, se centran en este aspecto. Se busca demostrar que el nivel de autonomía y libertad de acción de las personas que usan aplicaciones como Glovo o Deliveroo es muy bajo y por lo tanto están subordinados a estas empresas. La disparidad de resultados en las sentencias en el mundo (unas dicen que son empleados, otras que son autónomos) es un indicador de la complejidad del asunto. 


			Parece bastante claro que el perfil del trabajador monoplataforma que genera la mayoría de sus ingresos a través de ella se acerca a una relación de empleado, aunque con una mayor libertad para decidir cuándo trabaja que en otros tipos de empleo. Este tipo de perfil suele representar el 20% de los trabajadores en estas plataformas. Para la mayoría, una plataforma concreta es una fuente de ingresos adicionales y el trabajador está activo en múltiples a la vez. ¿Qué ocurre con los intereses de todas estas personas que no buscan una relación de empleo tradicional con las plataformas? No es fácil equilibrar los intereses y las necesidades de un colectivo tan diverso como el de los trabajadores de plataforma cuando se les quiere tratar a todos por igual. 


			Para buscar la mejora de la protección de los trabajadores de plataforma algunos países han desarrollado nuevas leyes: o bien han intentado que sea muy difícil clasificarlos como independientes (de manera que reciban las protecciones de un asalariado), o bien les han garantizado más derechos sin llegar a crear un vínculo de empleado tradicional. Son normativas recientes y con un impacto aún difícil de evaluar. 


			La Ley AB5 entró en vigor en el estado de California en enero de 2020. La solución pensada para las necesidades de los trabajadores de plataformas bajo demanda ha resultado tener efectos secundarios en otros trabajadores independientes como periodistas o artistas, que se han visto perjudicados. Otro efecto no previsto de la ley es que ha hecho que plataformas como Uber modifiquen algunos aspectos operativos de las aplicaciones (p. ej., informar sobre el destino final del pasajero) para reducir la subordinación de los trabajadores y, con ello, los indicios de laboralidad. Los inversores tienen claro que esta ley presenta un riesgo existencial para sus modelos de negocio y las plataformas, de manera individual y también agrupada, han organizado fuertes campañas de lobby en contra de la Ley AB5. 


			En Francia, la Loi d’Orientation des Mobilités (LOM) se aprobó el 24 de diciembre de 2019. En lugar de clasificar a los conductores como empleados de las plataformas, la ley confirma que los conductores de aplicaciones tipo Uber son autónomos, pero se les garantizan derechos y beneficios adicionales. En Francia destaca también la figura del autoentrepreneur, activa desde 2008, bajo la cual operan muchos trabajadores de plataforma. 


			La propuesta italiana se aproxima mucho a la francesa. La conocida como Ley 128, de noviembre de 2019, opta por una solución de compromiso bajo una de las formas atípicas de trabajo conocidas como «relaciones de colaboración hetero-organizadas» (etero-organizzato) e indicando explícitamente que se aplica a cualquier prestación de trabajo en el marco de las plataformas digitales. De esta manera, la ley no parte del reconocimiento directo de la laboralidad, pero sí establece una serie de protecciones laborales avanzadas. Para mí, lo más interesante es que delega la regulación de la relación salarial en los convenios colectivos sectoriales y da un año de margen para el acuerdo entre plataformas y sindicatos. 


			Todas estas dificultades son indicadores de que la relación triangular entre trabajador, cliente final y plataformas ha desdibujado las relaciones laborales tradicionales (entre empleado y empleador). Las leyes y las sentencias que se les aplican son muy binarias y no ofrecen instrumentos flexibles para adaptarse a la multitud de situaciones que se están dando hoy en día. 


			Fuera de los juicios, existen casos de acuerdos de negociación colectiva entre plataformas digitales laborales y sus trabajadores. Los pioneros han sido Escandinavia y el Reino Unido. Bajo mi punto de vista, estos acuerdos son una vía interesante. 


			También quiero recordarte que proyectos como Fairwork (Universidad de Oxford) o Crowdsourcing Code of Conduct (sindicato del metal alemán) son proyectos para evaluar y poder comparar las condiciones de trabajo en las diversas plataformas. El trabajo de Fairwork en países como Sudáfrica o la India ya ha tenido efectos en la mejora de las condiciones de los trabajadores. 


			Otros tipos de trabajadores no estándares. ¿Qué podemos aprender desde otros ámbitos para este nuevo contrato social del siglo XXI? Siempre ha habido personas que no estaban bien protegidas por las políticas de empleo y seguridad social convencionales. Son colectivos que han tenido que buscar sus propios mecanismos de protección. 


			Durante mi exploración del futuro del trabajo he observado varias veces que los artistas ya hace años que viven en un mundo laboral fragmentado. No es nada sorprendente que las cooperativas tipo Smart, CoopArt o DocServizi se hayan creado para dar cobertura al sector artístico. Los músicos de clase media viven en un limbo jurídico y en España han creado la PLAM (Plataforma Estatal por la Música). Esta organización, integrada por asociaciones que representan a más de ocho mil músicos, trabaja en la elaboración de unos textos comunes, junto con promotores, festivales, ayuntamientos y agrupaciones de salas. La idea es crear un marco ordenado para acabar con la precariedad de los músicos y también con la de los espacios que los acogen. 


			En Francia existe una cobertura social para los profesionales de la cultura que trabajen al menos 507 horas actuando ante el público a lo largo de doce meses consecutivos, un estatus conocido como «intermitente del espectáculo». Cumplidos estos requisitos, el trabajador obtiene una ayuda económica para que pueda mantenerse entre contrato y contrato. El sistema de seguro de artistas en Alemania aborda retos similares. También sirve de inspiración el conjunto de gremios de actores, escritores, directores, etc., de la industria del cine en Hollywood. De este modo, el futuro de los trabajadores independientes pasa por los colectivos de independientes. 


			Otro modelo que se menciona a menudo es la llamada «mochila austríaca», que ha sido tema de debates en diversas campañas electorales. ¿En qué consiste? Básicamente, se trata de eliminar la indemnización por despido y sustituirla por una aportación mensual desde la empresa a una cuenta a nombre del trabajador, que puede disponer de esas cantidades en caso de despido, de traslado o de necesitarlas para su formación, además de tener acceso a ellas al jubilarse. Se la llama «mochila» porque el asalariado no pierde ese dinero si cambia de trabajo, sino que mantiene la cuenta. Lo único que resulta distinto es el empresario que efectúa las aportaciones. Y se apellida «austríaca» porque el modelo se implantó en ese país en 2003, con una cuantía mensual del 1,53% del salario. Otros modelos cercanos son el seguro voluntario de desempleo para trabajadores por cuenta propia en Suecia o el régimen social de los independientes en Francia. 


			El concepto de beneficios portátiles, en los que estos están asociados al individuo en vez de al contrato de trabajo, ha despertado interés tanto en Estados Unidos como en Europa. El Pilar de Derechos Sociales de la UE sugiere explorar los beneficios portátiles como una forma para construir una mejor protección social para los trabajadores de la economía de plataformas. 


			En resumen, cada vez está más claro que no se puede aproximar a la diversidad de relaciones laborales únicamente con las gafas, instituciones e ideas del pasado. El hecho de no poder salir del marco de referencia actual nos limita a la hora de pensar opciones para abordar los retos que tenemos entre manos. Para que no se malinterprete lo explícito: no se trata de olvidarnos ni de descartar lo bueno que nos ofrece el sistema actual (que es mucho y debe ser conservado), sino de ampliar la mirada con nuevos horizontes. 


	  «Hay derechos como la protección de la salud, la prohibición de discriminación, la protección de datos o el derecho a organizarse y defenderse colectivamente, por poner solo algunos ejemplos, que deben estar por encima del estatuto jurídico y que, por tanto, deben protegerse con independencia de que la persona sea un trabajador o un autónomo», escribía de manera pionera la profesora Luz Rodríguez en marzo de 2018. 


			Me atrevo a afirmar que hoy en día existe un consenso para ir dejando de lado el debate centrado en las «cajitas», que tanto gusta a los juristas (tipo de contrato, tipo de relación laboral, etc.), en pro de ir avanzando hacia escenarios de una protección de carácter más universal para todas las personas trabajadoras, independientemente del tipo de contrato. Por ejemplo, el Pilar Europeo de los Derechos Sociales ya establece un conjunto de principios y derechos de los trabajadores, advirtiendo de que «concierne a todas las personas con empleo, independientemente de su situación laboral». El informe del grupo de expertos de la Unión Europea acerca de la transformación digital y el mercado de trabajo también reclama una «protección social neutra independiente de la situación laboral». 
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